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SEGURIDAD SOCIAL. AL SER UN DERECHO HUMANO CUYO CUMPLIMIENTO NO QUEDA A LA 
VOLUNTAD DE LAS PARTES, EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS) DEBE 
SUBROGARSE Y OTORGAR LAS PRESTACIONES QUE CORRESPONDAN A LOS 
DERECHOHABIENTES DE UN TRABAJADOR FALLECIDO QUE NO FUE DADO DE ALTA EN EL 
RÉGIMEN OBLIGATORIO, ASÍ COMO DETERMINAR LOS CAPITALES CONSTITUTIVOS A 
CARGO DEL PATRÓN OMISO. 
 
Hechos: Una viuda y sus dos hijos demandaron del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) el 
otorgamiento de una pensión por viudez y orfandad, respectivamente. Como argumentos de su 
petición, señalaron que el fallecido tenía la calidad de trabajador al perder la vida, motivo por el que 
debía gozar del derecho a la seguridad social en términos de la Ley del Seguro Social. El citado 
instituto opuso la excepción de improcedencia de la acción, bajo el razonamiento de que al momento 
en que el trabajador falleció no estaba registrado en el régimen obligatorio y el periodo de 
conservación de derechos había fenecido. Por su parte, la Junta determinó procedente esa postura 
defensiva. Contra esa determinación los actores promovieron juicio de amparo directo.  
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que al ser la seguridad social un 
derecho humano cuyo cumplimiento no queda a la voluntad de las partes, el Instituto Mexicano del 
Seguro Social debe subrogarse y otorgar las prestaciones que correspondan a los familiares de un 
trabajador fallecido que no fue dado de alta en el régimen obligatorio, así como determinar los 
capitales constitutivos a cargo del patrón omiso.  
 
Justificación: Lo anterior es así, pues las obligaciones derivadas de la seguridad social no quedan a 
voluntad de las partes, ni son negociables, y es obligación del Estado velar por su observancia, de 
conformidad con el tercer párrafo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que dispone que todas las autoridades deben promover, respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos, así como prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los mismos; 
además, en términos del artículo 123, apartado A, fracción XXIX, de la propia Constitución, la Ley del 
Seguro Social es de utilidad pública. Por su parte, de los artículos 84, 96 y 181 de la Ley del Seguro 
Social derogada y 77, 88 y 149 de la vigente, se advierte que en caso de que un patrón incumpla con 
su obligación de inscribir a un trabajador en el régimen obligatorio y suceda su muerte, el aludido 
instituto debe subrogarse y otorgar las prestaciones que le correspondan a su familia, mientras que el 
patrón está obligado a enterar los capitales constitutivos respectivos. De ahí que el hecho de que una 
persona no esté dada de alta en el régimen obligatorio no implica que no pueda gozar de la seguridad 
social por haber precluido el periodo de conservación de derechos, ya que al tener el carácter de 
trabajador, debe gozar de tal beneficio; máxime que el legislador federal dotó al instituto de facultades 
de fiscalización para determinar la existencia, contenido y alcance de las obligaciones incumplidas por 
los patrones y demás sujetos obligados y, en su caso, determinar y hacer efectivo el monto de los 
capitales constitutivos en los términos de la misma legislación.  
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. 



 

  
Amparo directo 355/2021. 12 de agosto de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen 
Cordero Martínez. Secretario: César Humberto Valles Issa. 
  
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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INCAPACIDAD PARCIAL PERMANENTE. CUANDO SE RECLAMA DEL INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL (IMSS) SU RECONOCIMIENTO Y SE INTEGRA A LA RELACIÓN 
PROCESAL EL PATRÓN, CORRESPONDE A ÉSTE LA CARGA DE DEMOSTRAR LAS 
ACTIVIDADES QUE DESARROLLÓ EL TRABAJADOR, CONFORME A LOS ARTÍCULOS 784 Y 
804 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019. 
 
Hechos: Una persona demandó del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) el reconocimiento de 
una incapacidad parcial permanente por padecimientos relacionados con las actividades laborales 
desarrolladas; dicho organismo solicitó que se integrara a la relación procesal al patrón de la 
trabajadora, con quien refirió desempeñar ciertas labores que, a su decir, originaron los padecimientos 
base de su reclamo. La Junta atribuyó a la actora la carga de demostrar las actividades realizadas y, al 
no cumplir con dicho débito procesal, se absolvió del reclamo.  
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando se reclama del Instituto 
Mexicano del Seguro Social el reconocimiento de una incapacidad parcial permanente y se integra a la 
relación procesal el patrón, corresponde a éste la carga de demostrar las actividades que desarrolló el 
trabajador, conforme a los artículos 784 y 804 de la Ley Federal del Trabajo, en su texto anterior a la 
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019.  
 
Justificación: Ello es así, pues la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
contradicción de tesis 209/2005-SS, determinó que cuando se demanda al Instituto Mexicano del 
Seguro Social el reconocimiento de una enfermedad profesional, la carga de la prueba de los hechos 
fundatorios de tal acción corresponde al asegurado, sin que pueda trasladarse al instituto demandado, 
pues éste no cuenta con los documentos inherentes a las condiciones que rigieron la relación de 
trabajo, lo cual no impide que la Junta, al analizar el caso concreto, de estimar que por otros medios 
está en posibilidad de llegar al conocimiento de los hechos de la demanda, relativos a las actividades o 
el medio ambiente en que se prestaron los servicios, exima al asegurado de la carga probatoria y los 
recabe oficiosamente de quien los tenga en su poder. Sin embargo, en el caso en que se demande al 
aludido organismo, pero además se integre a la relación procesal el patrón con quien refirió 
desempeñar ciertas actividades que, a su decir, originaron los padecimientos base de su reclamo; 
entonces, para determinar la carga probatoria de las labores desarrolladas en el empleo, debe partirse 



 

de la premisa de que, en materia de trabajo prevalece el criterio de que el débito procesal atañe a la 
parte que con más facilidad puede disponer de los elementos de convicción, atento a la naturaleza 
social del derecho laboral que tiene por objeto garantizar una igualdad real en el proceso, aunado a 
que conforme al artículo 690 de la citada ley, existe la intervención del tercero en el juicio por tener un 
interés jurídico, quien puede oponer excepciones y ofrecer las pruebas que estime convenientes en 
defensa de su interés propio, originario, exclusivo e independiente. Por ello, en dicho supuesto, la 
Junta debe eximir a la parte trabajadora de la carga de demostrar las actividades desempeñadas en su 
empleo, y establecer que ésta recae en el patrón, en términos de los referidos artículos 784 y 804, 
pues éste dispone de mejores elementos para hacerlo, ya que está obligado a conservar determinados 
elementos de prueba vinculados con las condiciones de la relación laboral e, incluso, el artículo 784, 
en su parte final, refiere que la pérdida o destrucción de los documentos señalados no releva al patrón 
de probar su dicho por otros medios, por lo que, si no demuestra su argumento y desvirtúa la 
aseveración del accionante, operará la presunción de ser ciertos los hechos aducidos.  
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. 
  
Amparo directo 293/2021. 10 de septiembre de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Alberto 
González Ferreiro. Secretaria: Brenda Nohemí Rodríguez Lara.  
 
Nota: La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 209/2005-SS citada, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, 
agosto de 2006, página 776, con número de registro digital: 19650. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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DERECHOS POR MANIOBRAS DE CARGA Y DESCARGA DE VEHÍCULOS. EL ARTÍCULO 42, 
FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS Y PRESUPUESTO DE INGRESOS DEL 
AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE BENITO JUÁREZ, SONORA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 
DE 2019, AL NO DEFINIR CON CLARIDAD SU OBJETO, VIOLA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
TRIBUTARIA. 
 
Hechos: Un particular promovió juicio de amparo indirecto contra el artículo 42, fracción VI, de la Ley 
de Ingresos y Presupuesto de Ingresos del Ayuntamiento del Municipio de Benito Juárez, Sonora, para 
el ejercicio fiscal de 2019, que prevé el pago de derechos por maniobras de carga y descarga de 
vehículos, al considerar que viola, entre otros, el principio de legalidad tributaria, porque no establece 
con precisión y certeza el objeto del tributo, que define el tipo y cuantía a cubrir por concepto de ese 
derecho. El Juez de Distrito negó el amparo, al estimar que, por su naturaleza, se trata de un derecho 
por el aprovechamiento de un bien de dominio público, como lo es la vía pública. Inconforme, aquél 
interpuso recurso de revisión.  



 

 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el artículo 42, fracción VI, citado, 
viola el principio de legalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
General, al no definir con claridad el objeto de los derechos por maniobras de carga y descarga de 
vehículos.  
 
Justificación: Lo anterior, porque el principio de legalidad tributaria, en su aspecto material, consiste en 
que los elementos esenciales de las contribuciones, como sujeto, objeto, base, tasa y época de pago, 
sean establecidos en la ley, por un lado, para impedir el comportamiento arbitrario de las autoridades 
y, por otro, para generar al particular certidumbre sobre qué hecho o circunstancia se encuentra 
gravado, cómo se calculará la base del tributo, qué tasa o tarifa debe aplicarse, cómo, cuándo y dónde 
se realizará el entero. Ahora bien, el artículo 42, primer párrafo, prevé que "Por los servicios que en 
materia de tránsito preste el Ayuntamiento, se pagarán derechos", mientras que su fracción VI 
establece los derechos que se pagarán "por maniobras de cargas y descargas de vehículos" e indica la 
cuota diaria y mensual, en función del número de descargas: por descarga de un vehículo por día y por 
15 descargas en adelante una cuota mensual. Sin embargo, no precisa en qué consiste el servicio de 
tránsito que presta el Ayuntamiento, es decir, no hay certeza si el hecho impositivo es por estacionarse 
y, por ende, por el uso de la vía pública para efectuar maniobras o, en su caso, por auxiliar o verificar 
las maniobras de los vehículos de particulares, además las cuotas se establecen en función del 
número de descargas, sin contemplar las maniobras de carga, lo que genera incertidumbre al no saber 
el contribuyente el hecho generador del pago de derechos ni la mecánica de cálculo.  
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA 
REGIÓN. 
  
Amparo en revisión 10/2020 (cuaderno auxiliar 517/2020) del índice del Tercer Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 2 de septiembre 
de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Leonardo González Martínez. Secretaria: Manuela Moreno 
Garzón.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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COMPROBANTES FISCALES DIGITALES POR INTERNET (CFDI). HACEN PRUEBA PLENA LOS 
EXHIBIDOS DE FORMA IMPRESA EN UN JUICIO ORDINARIO MERCANTIL, SIEMPRE QUE 
CONTENGAN LOS DATOS NECESARIOS PARA EVIDENCIAR QUE CUMPLEN CON LOS 
REQUISITOS PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 29 Y 29-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. 
 



 

De la interpretación conjunta y sistemática de los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal de la 
Federación, que regulan la expedición de los Comprobantes Fiscales Digitales por Internet (CFDI), se 
colige que los contribuyentes deberán emitirlos mediante documentos digitales a través de la página de 
Internet del Servicio de Administración Tributaria (SAT); además, el artículo 29, fracción I, dispone que 
los contribuyentes deben contar previamente con un certificado de firma electrónica avanzada vigente 
y tramitar ante la autoridad mencionada el certificado para el uso de los sellos digitales (fracción II), 
mientras que la fracción IV señala que debe remitirse al Servicio de Administración Tributaria, antes de 
su expedición, el CFDI respectivo mediante los mecanismos digitales que para tal efecto determine ese 
órgano desconcentrado por medio de reglas de carácter general, con el objeto de que proceda a: i) 
validar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 29-A citado; ii) asignar el folio del 
comprobante fiscal digital; e, iii) incorporar el sello digital del Servicio de Administración Tributaria 
(SAT). Entonces, para expedir un CFDI deben llevarse a cabo los tres pasos descritos y, hecho lo 
anterior, entregarse o ponerse a disposición del cliente a través de los medios electrónicos que 
disponga la autoridad señalada mediante reglas de carácter general, el archivo electrónico del 
comprobante fiscal y, cuando sea solicitado por el cliente, su representación impresa, que hace 
presumir su original. Finalmente, en la fracción VI destaca que los contribuyentes pueden comprobar la 
autenticidad de los comprobantes que reciban consultando en la página de Internet del Servicio de 
Administración Tributaria si el número de folio que ampara el comprobante fiscal digital fue autorizado 
al emisor y si al momento de la emisión del comprobante fiscal digital, el certificado que ampare el sello 
digital se encontraba vigente y registrado en dicho órgano desconcentrado. Por tanto, los 
Comprobantes Fiscales Digitales por Internet exhibidos de forma impresa en un juicio ordinario 
mercantil, hacen prueba plena, siempre que contengan los datos necesarios para evidenciar que 
cumplen con los requisitos previstos en los preceptos indicados, pues su impresión hace presumir la 
existencia del auténtico virtual, ya que su original no es un documento en papel, como lo era antes, por 
lo que es materialmente imposible que el creador de esos comprobantes exhiba en juicio un original en 
físico; sin que ello implique un estado de indefensión a la contraparte, toda vez que puede tacharlos de 
falsos e, incluso, está en aptitud de verificar su autenticidad consultando la página de Internet del 
Servicio de Administración Tributaria.  
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. 
  
Amparo directo 417/2020. Demek, S.A. de C.V. 22 de febrero de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: 
María del Carmen Cordero Martínez. Secretario: César Humberto Valles Issa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 

 


